P R O Y E C T O   D E   L E Y
El Senado y La Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de;
L  E  Y
 
Artículo 1°: Incorpórese como artículo 83 bis a la ley 11.922 y modificatorias el siguiente: 
            “Artículo 83 bis. Para el supuesto de personas menores de 18 años de edad víctimas de los delitos tipificados en el Código Penal, libro II, título I, capítulo II, y título III, que deban prestar declaración,  se seguirá el siguiente procedimiento:
a) Sólo serán entrevistados por un psicólogo especialista en cuestiones o problemática referida a personas menores de edad, designado por el órgano jurisdiccional que intervenga en la etapa pertinente, no pudiendo en ningún caso ser interrogados en forma directa por el fiscal,  las partes , sus peritos o el tribunal.
b) El acto se llevará a cabo en un gabinete acondicionado con los implementos adecuados a la edad y etapa evolutiva del menor; las alternativas deberán ser seguidas desde el exterior del recinto a través de vidrio espejado, micrófono, equipo de video o cualquier otro medio técnico con que se cuente.
c) Con la anticipación debida a la declaración,  dispuesta por el agente fiscal -si ocurre en la investigación penal preparatoria-  o por el órgano jurisdiccional -si se trata de la etapa de juicio-, se hará saber al profesional a cargo de la entrevista las inquietudes propuestas por las partes,  las que serán canalizadas teniendo en cuenta las características del hecho y el estado emocional del menor.
Las cuestiones controvertidas que surgieren durante el transcurso del acto, serán resueltas por el juez de garantías o por el órgano jurisdiccional oral interviniente.
c) En el plazo que se disponga, los profesionales actuantes -observando las prescripciones sobre la prueba pericial-  elevarán un informe detallado con las conclusiones a las que arriben.
d) Dicha declaración podrá ser recibida en la investigación penal preparatoria de conformidad con lo dispuesto en el art. 274, teniendo en cuenta las circunstancias especiales aquí normadas, dejándose constancia documental mediante videograbación u otro medio similar que permita su reproducción posterior.  
e) Tanto el agente fiscal como el imputado podrán designar perito psicólogo especialista en cuestiones o problemática referida a personas menores de edad, a los fines de recibir el asesoramiento correspondiente que les permita plantear las inquietudes a que hace referencia el punto c), como así también las cuestiones controvertidas que debieran ser resueltas por el juez de garantías o por el órgano jurisdiccional oral interviniente.
En todos los casos en que se trate de actos de reconocimiento de lugares y/o cosas, el menor será acompañado por el psicólogo especialista en cuestiones o problemática referida a personas menores de edad,  designado por el tribunal y por aquellos que hayan sido designados por las partes. En ningún caso podrá estar presente el imputado, quien, en su caso, podrá ser representado por su defensa.

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
F U N D A M E N T O S
Los casos de abuso sexual y lesiones a los menores es una de las problemáticas que en los últimos años ha llamado la atención de la opinión pública coincidentemente con un aumento en el número de causas judiciales iniciadas. 

En la actualidad se ha exteriorizado y judicializado en mayor medida, estas clases de casos, produciéndose un cambio de conciencia y asunción de la problemática por parte de los representantes legales de las víctimas y en la necesidad de enfrentar las consecuencias que de la misma pueda enfrentar.

Merecen destacarse dos ámbitos específicos en donde se dan en gran número estos casos de abuso sexual y lesiones, el grupo familiar y el ámbito escolar. Adviértase que en ambos existe una marcada relación de poder o de autoridad respecto de la víctima.

Lo destacado es que han irrumpido últimamente, las causas judiciales provenientes de aquellos ámbitos, lo cual indica una tendencia positiva en el sentido de que los integrantes del grupo familiar u otros terceros han exteriorizado un hecho que antes estaba reservado al secreto familiar.

El Código de Procedimiento Penal de la provincia de Buenos Aires no contempla regulación respecto a como debe ser o tomarse la declaración testimonial a los menores que son víctimas tanto de lesiones o abuso sexual.

Los distintos funcionarios judiciales encargados de tomar las declaraciones testimoniales tienen a su disposición expertos a los cuales recurrir para pedir asesoramiento antes o al momento de tomar la declaración a las víctimas, no estando obligados a que esto sea así, causando muchas veces graves trastornos y padecimientos psíquicos al menor, ya que reiteradamente son llamados a interrogatorios, por distintas personas, en presencia de varias de ellas, o realizan distintas preguntas de manera simultánea, haciendo revivir al menor la situación trágica una y otra vez.

El límite que aquí se propone a funcionarios y partes, no es nuevo, similar normativa está vigente en distintas provincias y a nivel nacional mediante leyes que se fueron incorporando reformando a los distintos códigos de procedimiento penal, así desde el año 2004 en Córdoba mediante la ley 9197 se incorpora el artículo 221 bis, desde el 2005 en Río Negro por ley 3995 se agregó el artículo 234 bis, así como también en el Código Procesal Penal de la Nación mediante la ley 25852 del año 2003 que incluyó el artículo 250 bis.

Asimismo lo que aquí se expone hace programático las garantías normadas en la Convención de los Derechos del Niño, en los artículos 19 y 39, en cuanto a que contempla y garantiza preservar al niño de la exposición frente a un hecho traumático a que ha vivido .

Como es sabido por todos, el menor víctima de abuso sexual padece daños psíquicos irreversibles. Ahora bien si además a este daño le sumamos la necesidad de tener que revivir, en el proceso penal, los hechos a los que fuera sometido, indudablemente se produciría un agravamiento notorio de su situación, es por eso que se propone que en la medida en que existan recursos a disposición, las declaraciones sean gravadas a través de medios audiovisuales a los efectos de que se tenga el testimonio cuantas veces sea necesario, para ser oído además por los expertos, funcionarios y la propia defensa.

Asimismo se propone también que esa declaración que realiza en la investigación preparatoria sea registrada mediante medios tecnológicos idóneos a los efectos de que sirva como prueba anticipada a los efectos de ser producida en el debate oral, sin necesidad de realizar otra entrevista con otro profesional.

Una forma de protección, en el proceso penal, en la investigación del hecho, consiste en que el niño no sea expuesto a situaciones perjudiciales a su salud mental, como consecuencia de tener que revivir frente a los estrados judiciales, el acto y los momentos que configuraron los hechos constitutivos que dan origen a la causa judicial. Se pretende extraer el testimonio del niño víctima de la forma más conveniente, y lo más fidedigna posible, a los fines de que su prueba sea válida en el proceso penal respectivo. Todo ello en resguardo y sin que implique una privación de las garantías procesales penales al imputado del delito. 

Lo aquí propuesto no es contradictorio con el derecho al niño de expresar su opinión en forma personal y directa ante el juez de la causa derecho este también contemplado por la Convención sobre los Derechos del Niño y el Art.24 de la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, entiendo que si el menor solicita ejercer este derecho en forma directa y personal ante el funcionario, este no se lo podría negar.

Es decir que la propuesta debe entenderse como que todo niño, víctima de abuso sexual o lesiones, no podrá ser obligado a expresar su voluntad en forma personal y directa ante funcionarios judiciales, sino que tiene el derecho a manifestar su testimonio a través de un especialista en niño, precisamente como derecho de protección.  


Por ello entre las medidas tendientes de acción positiva por parte del Estado para la protección del niño víctima de abuso sexual se encuentran las atinentes a la protección especial de la víctima para expresar su testimonio en el proceso penal respectivo.

Por otro parte es necesario preservar los derechos y garantías del imputado en el proceso penal, de modo que la protección de la víctima no implique un menoscabo a elementales garantías constitucionales. Y en ello consiste, precisamente la dificultad del proceso penal por abuso sexual infantil, en razón de los diferentes derechos en juego.


Por ello se hace necesario en el procedimiento penal, las vías y las formas más adecuadas para recibir el testimonio de la víctima, sin que ello importe afectación a elementales garantías constitucionales en relación con el procesado, de tal forma que los derechos y garantías del imputado no se vean privados en el proceso judicial.


El presente Proyecto de Ley propone por un lado normas claras de protección a la víctima en el proceso penal y por el otro, respeta las garantías constitucionales y procesales del imputado. Dos derechos en juego que pueden colisionar y que es necesario armonizar.

Es por todo lo expuesto que solicito a mis pares la aprobación del presente Proyecto de Ley.   

